	                                                                                                                                                                                                     República de Colombia
[image: image1.png]



Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 45
               Noviembre 20 y 21 de 2013

 


La ausencia de certeza y suficiencia del cargo formulado por la presunta omisión legislativa en que habría incurrido el Congreso de la República al regular la moción de observaciones de los concejos distritales, impidió que la Corte pudiera proferir un fallo de fondo sobre la presente demanda 
	  IX.  EXPEDIENTE D-9605 -   SENTENCIA  C-841/13  (Noviembre 21)
         M.P. Alberto Rojas Ríos




1.
Norma acusada

LEY 1617 DE 2013

(Febrero 5)

Por la cual se expide el Régimen para los Distritos Especiales

ARTÍCULO 29. MOCIÓN DE OBSERVACIONES. En ejercicio de sus funciones de control político, los concejos distritales podrán formular moción de observaciones respecto de los actos de los funcionarios sobre quienes se ejerce este control, en aquellos eventos en que luego de examinadas las actuaciones o las medidas adoptadas por el funcionario citado se encuentra que, a juicio de la corporación, estas no satisfacen los fines de la función pública en general y en especial los intereses del distrito como tal o de su comunidad.

Concluido el debate, su promotor o los concejales que consideren procedente formular la moción de observaciones respecto de las actuaciones del funcionario citado deberán presentar la correspondiente solicitud para su aprobación o rechazo por la plenaria del concejo distrital en sesión que se realizará entre el tercero y el décimo día siguientes a la terminación del debate. Para ser aprobada la moción de observaciones se exige el voto favorable de las dos terceras partes (2/3) de sus miembros. Una vez ello ocurra, si la decisión cuestionada es un acto administrativo o policivo que se pueda revocar directamente sin aceptación de particulares, el funcionario estará obligado a proceder de esa manera. Si ello no es posible, el funcionario estará obligado a iniciar los trámites judiciales tendientes a la revocatoria.
2.
Decisión 
Declararse INHIBIDA para emitir un pronunciamiento de fondo en relación con el artículo 29 de la Ley 1617 de 2013, por ineptitud sustantiva de la demanda. 

3.
Síntesis de los fundamentos 

Examinado con detenimiento el único cargo que fue admitido por la Corte, relativo a la presunta omisión legislativa en que habría incurrido el legislador al regular en la Ley 1617 de 2013, la figura de la moción de observaciones de los concejos distritales respecto de los actos de funcionarios sujetos a su control, encontró que no se cumplían los requisitos previstos en la ley y precisados por la jurisprudencia, para que proceda una decisión de fondo sobre el cargo planteado. En realidad, el demandante aduce un omisión legislativa absoluta, sin que logre demostrar de manera clara, cierta y suficiente, las razones por las cuales el legislador estaría incumpliendo un imperativo constitucional de no regular en esta ley, la moción de censura. Por tal motivo, la Corporación debe inhibirse de proferir un fallo de fondo, al carecer de los fundamentos del cargo formulado. 

4.
Aclaración de voto  

El magistrado Alberto Rojas Ríos aclaró el voto, y sostuvo que si bien acoge la decisión inhibitoria en este caso, considera importante reiterar que la Sala Plena de la Corte Constitucional en ejercicio de su función de control de constitucionalidad, no debería alejarse de la obligación de aplicar el principio pro actione según el cual, si admite a trámite una demanda de acción pública de inconstitucionalidad ha de privilegiar la consideración del criterio jurisprudencial de instrumentalidad de la formas. Como consecuencia de ello, se debe entonces emitir un fallo de mérito, en salvaguarda de la voluntad constitucional que instituye la acción pública de control constitucional. Además, llamó la atención sobre el hecho de que el excesivo rigor de la sentencia C-1052 de 2001 tiende a hacer nugatoria la acción pública de inconstitucionalidad, y sacrificar en el altar de las formas los valores democráticos que la misma defiende.

Así, el caso concreto es excepcional, porque la demanda resultó deficiente en tanto algunos elementos de juicio presentados por el Ministerio Público en su intervención, generaron la necesidad de ahondar en criterios, que el demandante no incluyó en la propuesta de estudio de constitucionalidad inicialmente propuesta. Pero, recalcó el magistrado Rojas Ríos, esta es solo una situación especial que no exime a la Sala Plena de la obligación de fallar de fondo los procesos admitidos. 
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